Sala Contencioso Administrativa 

EMPLEO PÚBLICO – POLICÍA - RETIRO OBLIGATORIO POR RAZONES DE SERVICIO – NATURALEZA – EFECTOS – DERECHO DEL AGENTE – RAZONES DE SERVICIO – DETERMINACIÓN - ACTIVIDAD DISCRECIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN. SENTENCIA NÚMERO: SETENTA Y CUATRO. En la ciudad de Córdoba, a los trece días del mes de octubre de dos mil diez, siendo las doce y cuarenta y cinco horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "GAUMET, MARIO LUIS C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Letra "G", N° 25, iniciado el diez de noviembre de dos mil nueve), con motivo del recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 356), fijándose las siguientes cuestiones a resolver: PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación? SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?- Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h). A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:- 1.- A fs. 356 el actor interpone recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Doscientos setenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el quince de octubre de dos mil nueve (fs. 313/355vta.), que por mayoría, resolvió: "1) Rechazar la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción promovida por Mario Luis Gaumet en contra de la Provincia de Córdoba. 2) Imponer las costas al actor vencido, difiriendo la regulación de los honorarios de los letrados intervinientes hasta que exista base firme para hacerlo. ...".- 2.- Concedido el recurso por el Tribunal a-quo (fs. 357/357vta.), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 359), corriéndose traslado al apelante (fs. 362), quien lo evacua a fs. 363/373, solicitando se revoque la sentencia, con costas.- La expresión de agravios admite el siguiente compendio:- Considera que el derecho no es inmutable en el tiempo y que los conceptos de estabilidad y discrecionalidad, entre otros, que fijó la Sentenciante, a la luz de la reciente jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación han devenido arcaicos. Señala que el criterio mayoritario del fallo recurrido, es que el retiro obligatorio del personal policial procede con quince años de servicio (art. 98, Ley 8024) y razones de servicio (art. 115 inc. a), Ley 6702/82) y que la simple enunciación de la expresión "razones de servicio" es suficiente para fundamentar el mismo. Acusa que la Sentenciante ignoró las prescripciones del artículo 114 de la Ley 6702, que exige se fundamenten las causales que motivan la decisión de la Junta y que consten en el acta respectiva, lo que vicia el pronunciamiento, como lo destacó el voto minoritario (artículo 98 inc. a), Ley 6658).- Acota que el Máximo Tribunal Nacional cambió el enfoque de la cuestión al decir que el derecho del trabajo integra los derechos humanos reconocidos y garantizados por los Tratados incorporados a nuestra Carta Magna en el artículo 75 inciso 22 y que constituyen lisa y llanamente un bloque de juridicidad al que deben adecuarse las normas nacionales y locales y las autoridades y funcionarios judiciales y administrativos. Explica que el segmento de trabajadores del Sector Público es protegido por la estabilidad.- Manifiesta que le agravia que el fallo recurrido haya omitido el tratamiento de la cuestión sometida a la jurisdicción sin reparar que el encuadramiento asignado por la Administración Pública que convalida ignora una clara norma legal (artículo 114, Ley 6702/82) y elude el análisis de la constitucionalidad de las normas locales.- Expresa que el Máximo Tribunal de Justicia de la Nación ha dicho con relación a la reglamentación de los derechos constitucionales en la causa "Madorrán", que la Carta Magna no tiene derechos huecos a ser llenados por el Legislador, ni la enumeración de los mismos constituye un promisorio conjunto de sabios consejos, sino que ellos son operativos per se y toda norma reglamentaria debe dedicarse a darles mayor operatividad y bregar por su cumplimiento y no intentar menoscabarlos ni restringirlos, debiendo ser aplicados lisa y llanamente en respeto del artículo 31 de la misma.- Indica que el artículo 16 de la Ley Fundamental establece la igualdad ante la ley y la idoneidad para acceder a los cargos públicos. Añade que ambos aspectos se deben sostener a lo largo de la vida del empleado público, ya sea la igualdad para acceder a los distintos escalones de su carrera, o bien la idoneidad como garantía de su permanencia. Opina que el fallo no avizora que se violó la igualdad ante la ley, lo que constituye una discriminación al pasar a retiro obligatorio a un funcionario existiendo otros de iguales o inferiores condiciones, sin explicación lógica alguna, lo que es arbitrario. Agrega que, como bien lo dice el voto minoritario del fallo recurrido, el Tribunal a-quo no tuvo en cuenta las constancias de su legajo personal, el que no documenta circunstancia alguna que justifique el retiro obligatorio impuesto. Afirma que, reconociendo y protegiendo la igualdad ante la ley y exigiendo la idoneidad, surgirán las herramientas para la mentada renovación parcial de los cuadros policiales de conformidad a las previsiones de los artículos 76, 77 y 115 -en sus ocho incisos- y concordantes de la Ley 6702, no olvidando la operatividad del artículo 16 de la Constitución Nacional que en la citada ley provincial encuentra su correlato en el artículo 114. Cita jurisprudencia. Hace presente que en el fallo citado se dijo que existiendo indicios de un acto discriminatorio, debe considerarse el hecho fuente de prueba y que el onus probandi se desplaza del actor al demandado, apartándose de las reglas usuales, puesto que la demandada está en mejor posición para demostrar que no hubo discriminación, a pesar de los indicios.- Esgrime que la sentencia violentó las normas constitucionales referidas al convalidar la actuación de la Administración que dispuso su retiro obligatorio por propia autoridad.- Acusa que el voto mayoritario no abordó la cuestión atinente a la desviación de poder, puesto que al no constar la finalidad en los actos administrativos impugnados, la misma no es conforme a la ley. Considera que a la Administración le cabía demostrar que no existió desvío de poder. Sostiene que el motivo de su retiro fue haber hecho uso de carpeta médica en oportunidad de un conflicto institucional, lo que no fue aceptado por la superioridad policial y lo colocó automáticamente en la lista del personal a retirar. Insiste en que los votos de la mayoría incurren en graves errores al sostener que el fallo "Madorrán" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y su confirmatorio "Ruiz" son casos aislados, referidos a trabajadores encuadrados en convenios colectivos de trabajo y por ende inaplicables a los presentes autos. Estima que la sentencia recurrida viola su derecho de defensa en juicio, reconocido y garantizado en los artículos 18 de la Constitución Nacional y 23 inciso 10 de la Constitución Provincial al privar al empleado público de la posibilidad de accionar en defensa de sus derechos ante la real amenaza de tener que sufrir en sus magros haberes de retiro la imposición de las costas, siendo que la gratuidad fue instituida para las actuaciones administrativas o judiciales de naturaleza laboral, previsional o gremial.- Hace reserva del caso federal (artículo 14 de la Ley 48).- 3.- A fs. 374 se corrió traslado a la contraria, quien lo evacua a fs. 375/379vta. solicitando por las razones que allí expresa, el rechazo del recurso interpuesto, con costas. 4.- A fs. 380 se dicta el decreto de autos, el que firme y consentido (fs. 381/381vta.) deja la presente causa en condiciones de ser resuelta. 5.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, contra una sentencia definitiva dictada en primera instancia y por parte legitimada, razón por la cual corresponde su tratamiento (arts. 43 y ss., C.P.C.A.). 6.- La sentencia de la Cámara a-quo contiene una adecuada relación de causa, la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración (art. 329, C.P.C. y C.).- 7.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, la Cámara a-quo por mayoría rechazó la demanda de plena jurisdicción incoada por el actor, en contra de los Decretos del Poder Ejecutivo Provincial Número 1641 de fecha veintinueve de diciembre de dos mil cinco por el cual se dispuso su pase a retiro obligatorio por razones de servicio -con fundamento en el artículo 115 inciso a) de la Ley 6702/82, según los términos del Decreto 6051/85 artículo 1 inciso d), concordantes con los artículos 95 inciso c) y 98 de la Ley 8024- (cfr. fs. 9/10vta.) y Número 544 del dieciséis de mayo de dos mil seis que rechazó el recurso de reconsideración interpuesto en contra del anterior (cfr. fs. 19/21vta.).- Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo el actor. 8.- En primer lugar, es menester precisar que el recurso de apelación interpuesto por el actor no satisface las exigencias esenciales de fundamentación, impuestas por los preceptos formales reguladores de las condiciones de interposición del remedio ensayado (art. 43, Ley 7182).- Tan es así, por cuanto el apelante ha inobservado el principio rector que obliga a efectuar una crítica concreta y vinculada de los términos del fallo del que se derivan los pretendidos agravios.- En el sub lite, de la atenta lectura de la presentación obrante a fs. 363/373, surge que el recurrente efectúa diversas reflexiones acerca del mérito, oportunidad o conveniencia sobre el modo en que se ha regulado y debería regularse el régimen de su pase a retiro por razones de servicio, que se hallan desvinculadas de las prescripciones legales vigentes, a la luz de las cuales el Tribunal de Mérito procedió a verificar la legitimidad de los actos administrativos impugnados, mediante argumentos que -además- han permanecido incólumes al embate recursivo.- Las consideraciones de esa naturaleza expuestas por el actor traducen discrepancias con una materia atinente más bien a razones de política legislativa y no a la lesión efectiva de un derecho subjetivo de carácter administrativo reconocido con anterioridad a su favor por el orden jurídico, único supuesto en el cual el control de heterotutela sobre la Administración habilitaría el restablecimiento de la situación jurídico-subjetiva vulnerada por el obrar administrativo enjuiciado (arts. 1, 38 y cc. de la Ley 7182).- De allí la inadmisibilidad de la presentación efectuada con esas características, máxime cuando las objeciones sobre el mérito del Legislador para reglamentar un régimen especial de pase a retiro obligatorio por razones de servicio, referido a una particular relación de sujeción especial, traducen en verdad una conducta del propio interesado contradictoria con una anterior, que es jurídicamente vinculante, de aceptación voluntaria a un régimen jurídico sin reserva, que descalifica su actual pretensión al amparo de la doctrina de los actos propios. Es que no es admisible acogerse a un sistema jurídico en la parte que favorece al requirente y rechazarlo en la que le es desfavorable (C.S.J.N. Fallos 307:293; 271:124; 292:404 y doctrina reiterada de este Tribunal en Sentencias Nro. 8/1993 "Bustos...", Nro. 9/1993 "Yasukawa...", Nro. 210/1999 "Molina de Pereyra...", entre muchas otras). Como ha sostenido esta Sala en anterior precedente (Sent. Nro. 59/1996 "Costa..."), sabido es que en toda relación de empleo público, es el Legislador, o quien ejerce la potestad administrativa en su caso, el que impone las normas de juego preestablecidas de antemano, pudiendo el administrado prestar su consentimiento, si realmente le interesa, o desvincularse si está en desacuerdo. Siempre habrá aspectos que no le convencen (escaso sueldo, pocas vacaciones, etc.), pero si pesan más las razones que le hacen apetecible su nombramiento, lo aceptará lisa y llanamente, siendo su consentimiento plenamente eficaz a los efectos jurídicos. Este es el temperamento habitual, cotidiano, que en general caracteriza el obrar de la Administración.- En ese orden de conceptos, es jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que "el sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin reservas, determina la improcedencia de su impugnación ulterior, con base constitucional" ("Sánchez c/ Klepe", L.L., 1985-C-558). Cabe distinguir entre el régimen normativo que viene impuesto imperativamente sin que exista alternativa ni consentimiento del interesado, de aquél que postula una opción que los administrados pueden ejercer prestando su conformidad y aprovechando sus beneficios. Desde luego que con mayor razón en este último caso, no puede más tarde pretender excluir las cargas o limitaciones que el mismo sistema correlativamente le exige.- 9.- En definitiva, quien se ha sometido voluntariamente a un régimen estatutario que como el policial lo vincula a una relación de especial sujeción, en la que el cambio en la situación de revista era un hecho previsible desde el inicio mismo de la carrera policial y no puede aducir fundadamente arbitrariedad en el obrar administrativo frente al ejercicio de esa prerrogativa integrada con un alto componente discrecional (vid T.S.J., Sala Cont. Adm., Sent. Nro. 69/2000 "Yanicelli, Carlos Alfredo...").- A mayor abundamiento y atendiendo a la doctrina consolidada de esta Sala por su permanente seguimiento, la sentencia objeto de recurso es jurídicamente inobjetable y los actos administrativos impugnados contienen una motivación suficientemente fundada y acreditada con la propuesta de la Junta de Retiros participante y con el dispositivo legal específico aplicable. Como integrante de la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación tuve la ocasión de pronunciarme acerca de la problemática referida al pase a retiro obligatorio del personal policial (vid "Carrasco, Lisandro Américo c/ Provincia de Córdoba - Contencioso Administrativo - Plena Jurisdicción", Sent. Nro. 8/1989), criterio que mantuviera ulteriormente como Vocal de este Tribunal Superior de Justicia, Sala Contencioso Administrativa (vid Sentencias Nro. 11/1996 "Linch, Napoleón Justo..."; Nro. 21/1997 "López, Carlos Sebastián..."; Nro. 121/1999 "Rolfi, Héctor C. ..."; Nro. 134/1999 "Flores, Andrés Celso..."; Nro. 45/2000 "Sánchez, Eduardo A. ...", cc. con la doct. ya sentada en Sentencias Nro. 5/1994 "Villagra, Juan Carlos..."; Nro. 5/1996 "Altamirano, Rodolfo y Otro..."; Nro. 9/1996 "Ramírez, Domingo Antonio..."; Nro. 150/1999 "Maslub, Oscar H. ..."; Nro. 135/1999 "Morán, David..."; Nro. 43/2000 "Gauna, Luis C. ..."; Nro. 70/2002 "Gonzalez, Lino Mercedes..."; Nro. 112/2002 "Romero, Luis E. ..." y, más recientemente, Nro. 18/2006 "Domine, Juan Alfredo...", entre muchas otras).- La analogía que guarda la materia de fondo que se debate en esta causa con los precedentes jurisprudenciales ya resueltos, justifica su consideración. Conforme a la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, si bien es cierto que la autoridad de la jurisprudencia no es siempre decisiva, no lo es menos la evidente conveniencia de su estabilidad en tanto no se aleguen fundamentos o medien razones que hagan ineludible su modificación (Fallos 313:1351), máxime cuando una cuestión se torna insustancial si una clara jurisprudencia, indudablemente aplicable a ella, impide toda controversia seria respecto de su solución y el recurrente no aduce razones que pongan en tela de juicio la aplicabilidad del precedente ni importen nuevos argumentos que puedan llevar a una modificación de lo establecido en aquél (cfr. Fallos 304:133; 308:1260; 316:2747, entre otros).- En el caso, la remisión que la Cámara a-quo realizó a la doctrina legal vigente en la materia, lejos halla de privar de fundamentación al decisorio recurrido y antes bien, le confiere su adecuado sustento. Más es ello así cuando las alegaciones del apelante no se encuentran acompañadas de una razón suficiente que avale -sin más motivación que la ensayada por el recurrente- consagrar para esta causa un apartamiento de la misma. 10.- La normativa aplicable al caso está constituida por:- El artículo 112 de la Ley 6702 -ubicado en el Título V, Capítulo 1- que dispone lo siguiente: "El personal policial podrá pasar a retiro, a su solicitud (retiro voluntario), o por imposición de la ley (retiro obligatorio)...". En tanto que el artículo 115 ib. regula que "El personal policial podrá ser pasado a retiro obligatorio cuando se encuentre comprendido en alguna de las siguientes causales: a) Los agentes que en la forma determinada por la reglamentación de esta ley, para cada escalafón, deban anualmente pasar a retiro; b)...". El artículo 1 del Decreto 6051/85, reglamentario del artículo 115 inciso a), Ley 6702 prescribe que: "Podrán ser pasados a situación de retiro obligatorio:... d) El personal de todos los cuerpos y jerarquías que acredite quince años de servicios policiales como mínimo, por razones de servicio". A su vez el artículo 95 de la Ley 8024 reza lo siguiente: "El retiro obligatorio será dispuesto por el Poder Ejecutivo a propuesta del Jefe de la Policía de la Provincia... en las condiciones y requisitos que establece la Ley del Personal Policial... de conformidad a la reglamentación que se dicte. ...El retiro obligatorio obedecerá a las siguientes causales:... c) Por razones de servicio". En esta progresión normativa, el artículo 98 ib., dispone: "El retiro obligatorio por razones de servicio corresponderá siempre que el agente acredite quince (15) años de servicios policiales... como mínimo..." (los destacados me pertenecen).- Lo expuesto indica que la Administración se ha sometido a los principios de legalidad que imponen las normas citadas, sin obrar en forma arbitraria. Ello por cuanto el fallo del Tribunal a-quo que considera suficientemente fundada la resolución de pase a retiro obligatorio del actor y que encuentra basamento en la normativa señalada ut supra, resulta ajustado a derecho desde que si bien se trata de una facultad reglada en tanto se establece la forma y condiciones del pase a retiro, no lo es en cuanto a la determinación de las "razones de servicio" que constituye el ejercicio de una típica facultad "discrecional" de la Administración, no revisable, en principio, por el Poder Judicial. Con relación a la normativa aplicable es menester analizar que a la época en que se produjo el pase a retiro obligatorio del actor (cfr. Decreto Nro. 1641 de fecha veintinueve de diciembre de dos mil cinco, fs. 9/10vta. de autos), regía la Ley Número 6702 y el Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Número 6051/85 reglamentario del artículo 115 ib. (art. 1, inc. d)), concordante con los artículos 95 inciso c) y 98 de la Ley Número 8024.- 11.- El régimen policial requiere una hermenéutica legal específica, atento las particulares características del accionar desplegado por su personal que cumple la enaltecedora y relevante función de resguardar el orden, la seguridad pública, la prevención y juzgamiento de ciertas faltas y la prevención del delito. Tal peculiaridad surge, no sólo del contexto genérico de su normativa legal sino también de su Mensaje de Elevación. En esta línea de pensamiento cabe efectuar las siguientes consideraciones:- a.- El Estado de Derecho procura implementar un sistema de garantías que equilibre adecuadamente las prerrogativas del poder administrador con la protección de los derechos subjetivos de los administrados.- En autos se pretende delimitar, precisar y armonizar la potestad de la Administración a fin de fijar la política a seguir para renovar funcionalmente los cuadros policiales, siendo uno de sus instrumentos operativos el retiro obligatorio impuesto, con el derecho que le corresponda a su personal al amparo de su legislación específica. b.- El régimen de "retiro policial" regulado en el Título V de la Ley 6702 (arts. 109 a 115) en nada se relaciona con las causales de privación de la "estabilidad" que establece el artículo 19 en concordancia con el artículo 77 de la misma ley. Estas últimas producen inexorablemente la total ruptura de la relación de empleo público policial y no acuerdan derecho a percibir haber posterior alguno. En cambio, el retiro configura un instituto diverso que como la propia norma lo indica en el artículo 110 no significa la cesación del estado policial, sino la limitación de sus derechos y deberes de conformidad a lo previsto en sus artículos 15 y 17. Es decir que el estado policial no se pierde sino que se modifica: de personal policial en actividad pasa a personal policial en retiro, continúa perteneciendo a la Institución en otro estado. En consecuencia, quien se vincula a la actividad policial como sujeto de esta peculiar relación de empleo público goza de plena estabilidad mientras no se produzcan las causales que tipifican la pérdida de la misma. Sin embargo, no tienen el derecho a permanecer en forma permanente como personal en actividad, sino que a través de un instituto diferente, como el retiro, tal derecho se debilita cuando se aplican correctamente las normas que lo hacen viable. En la causa no se articuló ninguna causal que disponga la pérdida de la estabilidad, razón por la cual es irrelevante pronunciarse sobre su correspondencia.- Ello armoniza plenamente con la doctrina actualmente vigente en el seno de la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir del caso “Madorrán, Marta Cristina c/ Administración Nacional de Aduanas s/ reincorporación” de fecha 03/05/2007 (Fallos 330:1989), donde el Alto Tribunal declaró que “...la "estabilidad del empleado público" preceptuada por el art. 14 bis de la Constitución Nacional significa, a juicio de esta Corte y dentro del contexto en cuestión, que la actora no pudo válidamente ser segregada de su empleo sin invocación de una causa justificada y razonable...”.- En el sub lite cabe señalar que: 1) El actor no ha sido “segregado” de la Administración, en razón que el pase a retiro importa el mantenimiento de su estado policial y, consecuentemente, la vigencia de una relación de sujeción especial de singulares características; 2) El pase a retiro se fundamenta en una causa legal justificada, que tanto la Corte Suprema de Justicia de la Nación como este Tribunal Superior de Justicia han considerado razonable en los pronunciamientos referidos en esta sentencia; 3) El pase a retiro obligatorio por razones de servicio se instrumenta a través de un procedimiento administrativo especial, con la intervención necesaria de la Junta de Retiros y, por tanto, el sumario administrativo por razones disciplinarias no es necesario por no estar controvertida la conducta disciplinaria del policía y 4) El acto conclusivo del procedimiento administrativo especial que concluye con el acto que dispone el pase a retiro obligatorio por razones de servicio del policía, satisface la condición de motivación del artículo 98 de la Ley 6658, cuando los fundamentos de hecho y de derecho explicitan el cumplimiento de los actos procedimentales integrativos del pase a retiro y la causa legal en que se fundamenta y no se acredita arbitrariedad en el ejercicio del aspecto discrecional del juicio ponderativo de las razones de servicio que implica una valoración en concreto del interés público comprometido en el acto administrativo definitivo. c.- Si concebimos en general al derecho subjetivo administrativo como el interés personal, directo y exclusivo que tiene un administrado determinado con relación a una norma que establece concretamente cuál es la conducta administrativa debida o, en otras palabras, como la exigibilidad exclusiva de que la Administración no exceda sus facultades regladas, es menester formular la siguiente pregunta: ¿El actor puede ser titular de un derecho subjetivo administrativo a la inalterabilidad de su situación cuando la propia norma reguladora de su relación de empleo público sujetó su permanencia en actividad a la posibilidad de que la Administración en ejercicio de una indiscutible facultad discrecional disponga su pase a retiro con respeto escrupuloso de las disposiciones normativas que lo permiten?- La doctrina italiana los llama derechos condicionados o debilitados ("affievolimento dei diritti") en los cuales los titulares de la posición o situación jurídica en cuestión, gozan hasta un cierto punto de un verdadero derecho subjetivo administrativo que se debilita o "affievolisce" cuando eventualmente se da la hipótesis prevista por la norma al ejercer la Administración una potestad discrecional (SANDULLI, Manuale di diritto amministrativo, 1979, págs. 89 y ss.; AMORTH, Figura giuridica e contenuto del diritto subiettivo affievolito, Scritti in on di Santi Romano II, págs. 195 y ss.; POTOTSCHNIG, AHI Amm. e affievolimento di diritto soggettivi, Ius 1953; GULLO, Procedimento e contratto nelle concessioni amm., Padova 1965, págs. 349 y ss.).- En consecuencia, conforme lo dispone la normativa aplicable, el derecho a permanecer en el cargo o función activa dura hasta tanto se produzca la decisión de la Administración que discrecionalmente disponga su cese y pase a situación de retiro conforme la causal específicamente invocada. Es decir que la ley al predeterminar la conducta debida por la Administración con la condición señalada, delimita la tutela del personal que tiene el derecho subjetivo administrativo de exigir sólo el cumplimiento de lo reglado por la norma (permanencia en actividad condicionada), como asimismo que el ejercicio de la facultad discrecional lo sea razonablemente.- d.- Sólo el ejercicio de la potestad disciplinaria supone el respeto inexcusable del principio axiológico fundamental del debido proceso adjetivo, en forma previa a la aplicación de la sanción, el cual se materializa a través del procedimiento sumarial en una acepción amplia (comprensiva no sólo del mero descargo sino también del sumario "stricto sensu", según las singularidades de la falta imputada). Cesantía implica falta grave en el ejercicio de la función que obviamente se relaciona con el de la potestad disciplinaria de la Administración por la que se sanciona la conducta irregular. Pero esta causal de ruptura de la relación de empleo público por falta cometida por el agente, no debe asimilarse a situaciones como la de autos donde se modifica la situación de revista por causa legal fundada en razones de interés público, con el consiguiente derecho a percibir el haber de retiro. Todo ello siempre que trasunten su razonabilidad y justificación por el contexto fáctico y normativo específico aplicable en un ámbito situacional determinado. No existe necesidad de instruir un sumario o un procedimiento especial sancionatorio previo cuando en casos como el de autos no se cuestiona disciplinariamente la conducta del policía. Ello surge con evidencia de los actos impugnados, de las probanzas y en especial de los pasos procedimentales previos a la medida dispuesta donde en ningún caso se le imputó la comisión de falta alguna.- En modo alguno el retiro se basó en los antecedentes de arresto que se registran en el Legajo Personal del agente (cfr. fs. 134vta.), ni en ninguna otra situación imputable al actor, pues vale recordar que lo que motivó el retiro son razones de Estado, que parece olvidar la parte actora y el voto de la minoría cuando se pregunta qué hizo mal el actor, cuál es la falta cometida, en qué desprestigió a la Institución y porqué motivos es un mal ejemplo para sus pares o la sociedad (cfr. fs. 339vta.).- Si la Administración considerase negativo el obrar del policía, no correspondería el retiro sino la cesantía.- Asimismo, es absolutamente sabido que tanto en nuestro país como en el extranjero, en los regímenes de las fuerzas de seguridad, en general, los cargos que van llevando a la cúspide de la organización son cada vez más escasos presupuestariamente, razón por la cual no todos los que realizan la carrera administrativa pueden llegar a la máxima jerarquía, pues el sistema financiero y organizacional no lo permiten.- Es por ello que tanto en nuestro país como en el derecho comparado, existen grandes proporciones de discrecionalidad estratégica por razones de Estado para limitar los derechos subjetivos. e.- El retiro obligatorio por razones de servicio constituye una fuente indiscutida de facultad discrecional que conforme a la llamada "zona de reserva del Poder Administrador" se halla excluida de revisión judicial salvo desviación de poder que no se da en la especie. En efecto las razones de servicio determinantes del movimiento de personal y su pase a situación de retiro conforman valoraciones subjetivas atinentes a la política conductiva que en un momento situacional determinado realiza el Poder Administrador en su más alto nivel. Sabido es que la Administración en ejercicio de la actividad reglada aparece estrechamente vinculada a la ley que contiene reglas que deben ser observadas. En cambio, cuando ejerce una actividad discrecional, actúa con mayor libertad, ya que su conducta no está predeterminada normativamente sino por la finalidad a cumplir (SANDULLI, Diritto Aministrativo, págs. 228/229). Se hacen valoraciones políticas y de conducción que constituyen el mérito, oportunidad o conveniencia del respectivo acto. Más que un juicio de legalidad, la Administración realiza aquí un juicio de oportunidad, dice LÓPEZ RODÓ ("´O Poder discrecionario da administracao, Evolucao doutrinario e jurisprudencial", en: Revista de Direito Administrativo, Río de Janeiro, Vol. 35, pág. 75). Sólo así podrán las autoridades obrar con la oportunidad, la prudencia, la rapidez o energía que la apreciación del caso les aconseja como más conveniente, según el conocimiento que tienen de las personas, tiempos, lugares y demás circunstancias (SANTAMARIA DE PAREDES, Curso de Derecho Administrativo, pág. 62). La indeterminación normativa "razones de servicio" se particulariza con lo decidido por la Administración de acuerdo con los motivos que ella establece para obtener un eficaz y eficiente accionar policial. Esta labor discrecional se realiza en definitiva a través del acto de concreción que comporta una indiscutida ligazón jurídica entre la determinante objetivación heterónoma y la libre apreciación gracias a su determinante subjetividad.- Como dice la jurisprudencia "La porción de discrecionalidad del acto no es principio revisable judicialmente salvo en la hipótesis extrema en que se hubiera acreditado una evidente contradicción con los objetivos impuestos por la norma legal aplicable, caso que no sucede en el sub-lite" (Cam. Nac. Fed. Cont. Adm., Sala III, Julio 1980-79, Nom. 210, "Carraro, Héctor c/ Gob. Nacional"). f.- Tampoco se vulneran los artículos 14 bis de la Constitución Nacional y concordantes de la Constitución Provincial, por cuanto al amparo de la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sustentada a partir del caso "M.1488.XXXVI. Madorrán, Marta Cristina c/ Administración Nacional de Aduanas s/ reincorporación" del tres de mayo de dos mil siete (Fallos 330:1989), la estabilidad del empleado público se vulnera frente a una norma que el Tribunal declaró nula e inconstitucional como es el artículo 7 del Convenio Colectivo 56/92 "E" según el texto dispuesto por el Laudo 16/1992 del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, que regulaba la relación de empleo público de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), el cual disponía la pérdida de la estabilidad sin invocación de causa, es decir, habilitaba la extinción automática del vínculo, contra el pago de una indemnización y -tal como lo puso categóricamente de relieve el Máximo Tribunal- sus apreciaciones fueron realizadas "...en las concretas circunstancias de la causa..." (vid Considerando 8º); "...en las circunstancias del caso..." (vid Considerando 9º) como así también "...dentro del contexto en cuestión..." (vid Considerando 11º).- Por el contrario, en el régimen de la Ley 6702, teniendo presente la especificidad y características singulares de la actividad policial en el marco de excepción a lo estatuido para la Administración Pública en general, no se consagra la pérdida de la estabilidad, sino que sólo se prevé el cambio en la situación de revista de la actividad al retiro o pasividad, sin menoscabo alguno del derecho a la estabilidad, atento la conservación de su estado policial, situación cuya validez constitucional ha sido admitida por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en contextos normativos análogos referidos a los miembros de las fuerzas de seguridad y militares y a los que es dable remitir. En efecto, el más Alto Tribunal ha resuelto: "...4°) Que, tal como lo ha sostenido reiteradamente esta Corte, la apreciación de la Junta de Calificaciones de la Policía Federal respecto de la aptitud para ascender, conservar el grado o pasar a situación de retiro del personal policial, comporta el ejercicio de una actividad discrecional que no es susceptible, en principio, de justificar el control judicial (Fallos: 250:393 y sus citas; 261: 12; 267: 325; 303:559, entre otros). Ello es así, pues el estado policial presupone el sometimiento de su personal a las normas que estructuran la institución de manera especial dentro del esquema de la administración pública, sobre la base de la disciplina y la subordinación jerárquica. Dicho estado implica la sujeción al régimen de ascensos y retiros por el cual se confiere a los órganos específicos la capacidad de apreciar en cada caso la concreta aptitud, con suficiente autonomía funcional, derivada, en última instancia, del principio cardinal de división de poderes. Tal doctrina mantiene indudable vigor en supuestos -como el sub examine- donde no media ruptura de vínculo por conservar el actor el estado policial con los derechos y deberes que fija, a los retirados, la ley orgánica respectiva..." (cfr. Fallos 320:147 "G.203.XXXII. Guasti, Ricardo Alberto c/ Mrio. del Interior - Policía Federal Argentina s/ retiro militar y fuerzas de seguridad" del 27-02-1997).- De esta manera, las decisiones de la autoridad policial que determinan, sobre la base del informe proporcionado por la Junta de Calificaciones, la situación escalafonaria del personal con Estado Policial, resultan de revisión acotada por el Poder Judicial por cuanto juega, en el caso, una competencia primaria que básicamente opera en un ámbito donde las apreciaciones “conjuntas”, es decir, de un cúmulo de factores, son de rigor.- El progreso o finalización de la carrera administrativa es, como principio, competencia exclusiva de la autoridad policial que es la que se encuentra en condiciones para valorar los distintos aspectos que, precisamente, determinan la conveniencia o inconveniencia de que un oficial progrese o deba pasar a otra situación de revista (doctrina de la Cam. Nac. Cont. Adm. Fed., Sala 1º in re "Peruguini, Jorge Héctor" del 19/03/1998; "Díaz, José M." del 9/5/1995; "Pacheco, Miguel Á." del 14/2/1997 y "Picos, Francisco" del 4/8/1994). 12.- En orden a la impugnación referida a la falta de motivación del acto administrativo cuestionado, sabido es que por principio, el mencionado requisito se cumple mediante una relación de los hechos y el derecho que determinan la decisión administrativa. "Pero no es necesaria una relación analítica o circunstanciada: basta una relación sucinta, siempre que sea ilustrativa. A su vez, cuando la norma legal aplicable es suficientemente comprensiva, su mera referencia, puede surtir efectos de motivación, resultando así que la simple cita de la disposición legal valdría entonces como 'motivación'" (MARIENHOFF, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, Bs. As. 1966, T. II, pág. 331). Por su parte, la jurisprudencia de la Sala, se pronuncia en idéntico sentido (cfr. "Empresa de Construcciones Giacomo Fazzio..." Sent. Nro. 19/1989; "Urriche..." Sent. Nro. 95/1990 y "Altamirano, Rodolfo G. y otro..." Sent. Nro. 5/1996).- La debida motivación del acto administrativo se configura no sólo con las causas en él invocadas, sino también con todos los antecedentes a que pudiera remitirse y que le dieron origen, bajo la necesaria condición que: a) éstos se encuentren agregados al expediente donde recayó el acto administrativo en cuestión y b) hubieran sido conocidos por el actor (cfr. T.S.J., Sala Contencioso Administrativa, Sentencias Nro. 19/1989 "Empresa de Construcciones Giacomo Fazio S.A. c/ Municipalidad de Córdoba - Contencioso Administrativo"; Nro. 95/1990 "Urriche, Nicolás c/ Provincia..."; Nro. 16/1993 "Ríos, Aníbal César..."; Nro. 17/1993 "Giménez, Ángel Humberto..."; Nro. 51/2000 "Ciar S.A. ..."; Nro. 129/2002 "Pérez, José Javier..."; Nro. 54/2004 "Alessandroni, César..."; Nro. 86/2004 "Lotería de Córdoba S.E. ..."; Nro. 36/2006 "Moyano, Alfredo Daniel...", Nro. 17/2007 "Yanes, Gustavo Ignacio..."; Nro. 21/2007 "Jamardo, Juan Carlos..."; Nro. 83/2007 "Monticelli, Dante José...", entre muchas).- Como lo ha señalado destacada doctrina, la motivación del acto administrativo, entendida en sentido amplio, puede ser de dos clases: a) contextual, cuando existe en el propio acto administrativo del que expresa su causa y finalidad y b) no contextual o in aliunde, cuando aparece en un escrito distinto del acto que supuestamente motiva, lo que la doctrina italiana denomina motivación por relación.- Desde esa óptica, en dictámenes de la Procuración del Tesoro se ha sostenido que “...aún cuando ella no esté contenida en un acto administrativo, se debe considerar que existe motivación suficiente -a pesar del defecto técnico que ello significa- si obran informes y antecedentes con fuerza de convicción, dado que a las actuaciones administrativas se las debe considerar en su totalidad, y no aisladamente, porque son partes integrantes de un procedimiento, y como etapas de él, son interdependientes y conexas entre sí” (TAWIL, Guido S. y MONTI, Laura M., La motivación del acto administrativo, Depalma, Bs. As. 1998, págs. 66 y 70).- La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha morigerado la cuestión en punto al requisito esencial de la motivación (cfr. "Piaggio de Valero", Fallos 311:1206; M.52.XXII "Mangione" del 7/7/88 y "González Vilar", Fallos 314:625) y aunque pueda admitirse la motivación in aliunde (cfr. TAWIL, Guido S., "Administración y Justicia", Buenos Aires, 1993, T. 1, págs. 352 y ss.), lo fundamental es que exista la causa que da razón de ser al acto.- Por otra parte, las "razones de servicio" constituyen motivación suficiente de la causa consistente en la separación de los agentes públicos, en tanto no sean una mera fórmula desprovista de sustento normativo y responda a motivaciones que nada tienen que ver con el buen servicio administrativo a que se refiere la ley (cfr. "Arce, José B. c. Universidad Nacional de Córdoba" del 18/8/87, Fallos 310:1589 y "Brea, Roberto J. c. Administración Nacional de Aduanas" del 14/6/88, Fallos 311:1002, entre muchos otros).- Las normas invocadas expresamente por la Administración en el considerando del acto que dispuso pasar a retiro al actor, confieren sustento legal a la decisión administrativa y son suficientemente explicativas respecto del ejercicio de la facultad discrecional ejercida en el caso. El fallo del Tribunal a-quo que -por mayoría- considera debidamente fundada la resolución de pase a retiro obligatorio del actor y que encuentra basamento en la normativa señalada supra, resulta ajustado a derecho desde que si bien se trata de una facultad reglada en tanto se establece la forma y condiciones del pase a retiro, no lo es en cuanto a la determinación de las "razones de servicio", que constituye el ejercicio de una típica facultad "discrecional" de la Administración, no revisable en principio por el Poder Judicial, salvo el supuesto de arbitrariedad o desviación de poder, no acreditado en autos, puesto que el procedimiento se cumplió con la intervención de la Junta de Retiros Extraordinaria convocada por el Jefe de Policía, la cual aconseja pasar a situación de retiro al actor por estar comprendido en las causales del artículo 115 inciso a) de la Ley 6702/82, según los términos del Decreto Número 6051/85, artículo 1 inciso d), concordante con los artículos 95 inciso c) y 98 de la Ley 8024/91. El retiro obligatorio policial fundado en “razones de servicio” está regulado en forma coincidente, en términos generales, en otros cuerpos normativos provinciales como los de las provincias de Corrientes (art. 10 inc. 11 de la Ley Nº 3439/78, modificado por el Decreto Ley 96/2000); Chubut (art. 14 inc. n), ubicado en el Título II, Capítulo II de la Ley Nº 1091/73); Entre Ríos (art. 248 inc. f), ubicado en el Tít. VI, Cap. II de la Ley Nº 5654/75, modificado por la Ley 8707/93); Jujuy (art. 14 inc. n), ubicado en el Tít. II, Cap. II de la Ley Nº 3339/77); Misiones (art. 14 inc. l), ubicado en el Tít. II, Cap. II de la Ley Nº 471/74); Neuquén (art. 14 inc. m), ubicado en el Tít. II, Cap. II de la Ley Nº 1131 -t.o. por Resolución Nº 668/2003-); San Juan (art. 9 in fine, ubicado en el Tít. II, Cap. II de la Ley Nº 5444/85); Santa Fe (art. 13 inc. c) de la Ley Nº 11530/97); Santa Cruz (art. 16 inc. 14 de la Ley Nº 1864/86), entre otras.- En definitiva, el recurso interpuesto trasunta una mera disconformidad con el fallo atacado, el cual recepta y ratifica la doctrina y jurisprudencia imperante sobre el tema discutido.- 13.- En mérito a las razones expuestas y a las premisas sentadas a través de su desarrollo no es procedente el recurso de apelación interpuesto por el Señor Mario Luis Gaumet. En atención al agravio desarrollado en torno a la imposición de costas, no se advierte arbitrariedad en la decisión del A-quo, que justifique para la causa un apartamiento fundado del vencimiento objetivo, temperamento que es dable observar con idéntico sustento para las costas de esta instancia, atento la clara y consolidada doctrina legal vigente sobre el tema sustancial debatido. Ello así, más cuando el artículo 23.10 de la Constitución Provincial determina la gratuidad para la promoción de las actuaciones administrativas o judiciales de naturaleza laboral, es decir, al inicio de las mismas sin que dicho beneficio se extienda -tal como pretende el actor- a las costas generadas como consecuencia del pleito (doctrina de la Sala in re: "Zabala, René Luciano...", Sent. Nro. 13/2007; "Aravena, Adrián Orlando...", Sent. Nro. 19/2007 y "Cáceres, Héctor Eduardo...", Sent. Nro. 27/2007).- Así voto.- A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO: Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.- A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:- Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.- A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:- Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 356) en contra de la Sentencia Número Doscientos setenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el quince de octubre de dos mil nueve (fs. 313/355vta.), con costas (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).- II) Disponer que los honorarios profesionales de los letrados intervinientes Doctores Marcelo A. Cristal Olguín y Gabriel O. Depetris -parte demandada- y Ricardo E. Mollis -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley para los primeros, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y tres por ciento (33%) y treinta y uno por ciento (31%), respectivamente, del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib.. Así voto.- A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO: Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.- A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:- Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.- Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,- RESUELVE:- I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 356) en contra de la Sentencia Número Doscientos setenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el quince de octubre de dos mil nueve (fs. 313/355vta.), con costas (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182). II) Disponer que los honorarios profesionales de los letrados intervinientes Doctores Marcelo A. Cristal Olguín y Gabriel O. Depetris -parte demandada- y Ricardo E. Mollis -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley para los primeros, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y tres por ciento (33%) y treinta y uno por ciento (31%), respectivamente, del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib.. Protocolizar, dar copia y bajar.-

